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Resumen 

El presente informe fue elaborado a solicitud de la Senadora, María José Gatica, 

en el marco de sus funciones parlamentarias. 

El trabajo solicitado se orienta a formarse una opinión sobre los hallazgos 

arqueológicos encontrados en la realización de obras públicas en los últimos 20 

años y su aporte científico a la historiografía y arqueología en Chile. Ante la 

ausencia de información oficial sobre esta materia por parte del Consejo de 

Monumentos Nacionales (CMN), se procedió a elaborar un informe con la 

información pública disponible sobre el componente arqueológico del Sistema de 

Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA). 

El informe se organiza primero con una descripción del marco legal, luego el 

impacto económico en el PIB de la burocratización del sistema, y los principales 

problemas detectados por la Contraloría General de la República (CGR). 
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1. Introducción 

Hace un par de años se ha instalado en el léxico del debate público el concepto de 

“permisología”, el cual se refiere al conjunto de trámites y permisos necesarios 

para poder desarrollar un proyecto de inversión, o realizar una determinada 

actividad económica. En la actualidad, el término “permisología” representa una 

suerte de consenso en diversos sectores políticos respecto a la necesidad de 

agilizar el proceso de aprobación de los proyectos de inversión, ya que en los 

hechos, describe un complejo proceso, para algunos excesivamente burocrático, 

el que se prolonga largo tiempo, lo que genera retrasos y costos adicionales que, 

según diferentes analistas, desincentivaría la inversión y trabaría el crecimiento 

económico. 

Dicho proceso administrativo se agrega a otras “trabas” para el desarrollo de 

proyectos de inversión o el desarrollo de una actividad económica, como la 

complejidad burocrática en la creación de una nueva empresa, las dificultades para 

concretar las inversiones extranjeras, el nivel de complejidad del ecosistema legal 

y tributario, entre otras características. Dentro de estos niveles de “trabas”, uno 

que ha acaparado una enorme atención pública y de especialistas es el Sistema de 

Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA). Las razones para esta atención, es que 

desde hace casi una década, este proceso prácticamente ha duplicado su tiempo 

promedio de respuesta, lo que ha despertado críticas y preocupación respecto a 

su impacto en el crecimiento económico y el dinamismo de la economía chilena. 

Frente a este antecedente, se ha realizado una evaluación de aquellos nudos o 

bancos de arena donde los proyectos de inversión se estarían entrampando en su 

proceso de evaluación y aprobación, surgiendo miradas críticas respecto a algunos 

nuevos componentes que se le han ido incorporando dentro del SEIA, como es la 

participación ciudadana, la consulta indígena, el impacto en el cambio climático, 

la progresiva judicialización en los nuevos Tribunales Ambientales (instancia no 

política de decisión), como también, otros componentes que venían ya desde la 

ley de 1992, como es la dimensión del patrimonio arqueológico. Esta última, es 

competencia del Consejo de Monumentos Nacionales (CMN), organismo que está 

obligado por ley desde el año 1925, a velar por la protección y estudio del 

patrimonio nacional, el cual ha sido definido legalmente como un bien público, 

definición que incluso es anterior a las leyes medioambientales.  

En el debate contingente, las opiniones sobre las exigencias disciplinarias y 

técnicas para evaluar el componente arqueológico de toda obra se enfrenta a una 

mirada economicista, para la cual el valor de las piezas rescatadas no se condice 

con los altos costos en dinero y tiempo involucrados en su rescate y, en 

consecuencia, su alto impacto en el desarrollo de los proyectos de inversión. Este 

debate plantearía un dilema o contradicción entre el patrimonio cultural-histórico-

arqueológico, por un lado, y el crecimiento económico, por el otro. A este respecto, 

cabe preguntarse y debería poder ser respondido con trasparencia para su 

escrutinio público  ¿Cuál es el patrimonio arqueológico que se ha descubierto desde 

1994? ¿Cuál es su importancia actual o potencial para la investigación 

arqueológica? ¿En qué condiciones este patrimonio está siendo resguardado?, y 

¿Cuál ha sido su impacto público o uso museográfico?  

Para dar respuesta a estas interrogantes, la información disponible en los 

organismos correspondientes debe ser solicitada a través del Portal de 

Transparencia del Consejo para la Transparencia o a la Plataforma Nacional de 

Transparencia.  

En este informe, se presenta información pública, fragmentaria, posible de 
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consultar en las páginas web de organismos públicos, como la Contraloría General 

de la República, el Consejo de Monumentos Nacionales, el Sistema de Evaluación 

de Impacto Ambiental (SEIA), y entrevistas a expertos. 

 

2. Marco legal  

La primera iniciativa para implementar un Sistema de Evaluación de Impacto 

Ambiental (SEIA) en Chile, tiene sus orígenes en la Ley N° 19.3001, promulgada 

el 1 de marzo de 1994. En esta ley se definieron las bases generales del medio 

ambiente, regulado a través de un Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental 

(SEIA) al que debían someterse obligatoriamente determinados proyectos de 

inversión. Este sistema de evaluación fue administrado hasta el año 2010, por la 

Comisión Nacional de Medio Ambiente (CONAMA). Esta ley se inspiró en el derecho 

internacional que venía desarrollándose con fuerza a comienzo de la década de los 

noventa, encontrando esta legislación su fundamento principalmente en el proceso 

que llevó a la Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de las 

Naciones Unidas2 (1992), la que tenía como objetivo asegurar el derecho a un 

medio ambiente sano y sostenible para las presentes y futuras generaciones.  

La Ley N° 19.300 definió sus objetivos en cuatro campos3:  

i) Principios Jurídicos, que permitieran garantizar el derecho constitucional de 

vivir en un medio ambiente libre de contaminación;  

ii) Institucionalidad, que solucionara los problemas que arrastraba el país en 

materia medioambiental y previniera problemas futuros;  

iii) Instrumentos, que permitieran proteger los recursos naturales y gestionar 

eficientemente los conflictos medioambientales;  

iv) Cuerpo Legal general, al que pudiera referirse toda la legislación sectorial. 

Esta arquitectura legal fue modernizada con la Ley N° 20.4174, promulgada el 12 

de enero de 2010, que buscó armonizar la normativa nacional a los estándares de 

la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), a la que el 

país ingresó formalmente el 11 de enero de 2010. A través de diversos estudios 

para conciliar y armonizar las leyes nacionales a las del organismo 

intergubernamental, se había arribado al diagnóstico de la necesidad del país de 

modernizar y fortalecer institucionalmente la gestión ambiental. Es así que 

mediante esta ley del año 2010, se buscó homologar nuestra legislación, siendo el 

principal objetivo el desarrollo de una institucionalidad, por ello se creó el 

Ministerio del Medio Ambiente, la Superintendencia del Medio Ambiente y el 

Servicio de Evaluación Ambiental (SEA). Este último, fue diseñado como un 

organismo público descentralizado, encargado de la administración del SEIA y la 

coordinación con los diferentes organismos públicos involucrados en la evaluación 

de los proyectos de evaluación ambiental, que se mantiene hasta la actualidad. 

La institucionalidad ambiental se complementa con dos otros organismos públicos 

originados por leyes posteriores a la ley del año 2010. El primero de estos, son los 

                                           
1 Ley 19300 (01 de marzo 1994). Aprueba ley sobre bases generales del medio ambiente. En línea: 
https://bcn.cl/2eph7 
2 Naciones Unidas (1992). Declaración de Rio sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. En línea: 
https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/riodeclaration.htm 
3 Moraga Sariego, P., Ossandón Rosales, J., Chahuán, F., & Sameshima, S. (2023). Memoria ambiental: 
La historia de la institucionalidad ambiental, a cincuenta años del golpe militar. En Revista de Derecho 
Ambiental 2(20), pp. 1-30. En línea: https://doi.org/10.5354/0719-4633.2023.73355 
4 Ley 20417 (12 de enero 2010). Crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la 
Superintendencia del Medio Ambiente. En línea: https://bcn.cl/24ltx 

https://bcn.cl/2eph7
https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/riodeclaration.htm
https://doi.org/10.5354/0719-4633.2023.73355
https://bcn.cl/24ltx
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Tribunales Ambientales, creados mediante la aprobación de la Ley N° 20.6005, 

promulgada el 18 de junio de 2012, que establece la creación de tres Tribunales 

Ambientales en las ciudades de Antofagasta, Santiago y Valdivia. El objetivo de 

estos Tribunales es resolver controversias en materia ambiental, abriendo una vía 

jurídica a las diferencias respecto a las resoluciones administrativas. Los Tribunales 

Ambientales respondían a una demanda del sector empresarial, que solicitaba “un 

contrapeso a las decisiones administrativas de carácter ambiental”6. El segundo, 

de reciente promulgación el 21 de agosto de 2023, es el Servicio de Biodiversidad 

y Áreas Protegidas (SBAP), que luego de más de una década de tramitación y 

discusión en sede parlamentaria, fue aprobado mediante la Ley N° 21.6007. Con 

este organismo, se completa la institucionalidad ambiental chilena, el cual tiene 

por objetivo la conservación de la biodiversidad y la protección del patrimonio 

natural.  

Dentro de esta arquitectura legal que da forma al Sistema de Evaluación de 

Impacto Ambiental (SEIA), es que se inserta el Consejo de Monumentos 

Nacionales (CMN), el cual es dependiente del Ministerio de las Culturas, las Artes 

y el Patrimonio (MINCAP), siendo este el responsable de identificar, declarar y 

proteger el patrimonio cultural y natural de Chile, para lo cual debe pronunciarse 

sobre la conveniencia de declarar Monumentos Nacionales y evaluar los impactos 

de los proyectos en estos bienes en el contexto del SEIA, definiendo medidas 

preventivas, de conservación y reparación. Como se observa a simple análisis, el 

CMN es una entidad externa al Ministerio de Medio Ambiente (MINMA), no 

obstante, es un actor clave del SEIA, con el cual se coordina a través del Servicio 

de Evaluación Ambiental (SEA).  

Para ser más precisos, el Consejo de Monumentos Nacionales es un organismo 

creado con anterioridad a la institucionalidad ambiental del país. En el año 1925 

se dictó el Decreto Ley N°651 del Ministerio de Justicia e Instrucción Pública8, el 

cual dio vida al CMN, legislándose por primera vez en Chile, sobre el patrimonio 

cultural bajo la figura jurídica de “Monumentos Nacionales”, estableciéndose la 

obligación de su protección en tanto su reconocimiento como un bien público. Las 

definiciones, objetivos y funcionamiento del CMN fueron modificados mediante la 

aprobación de la Ley N° 17.2889, de 27 de enero de 1970, que derogó el Decreto 

Ley N° 651, que todavía en lo medular continúa vigente. Dentro de estas 

modificaciones, contiene una definición de lo que son los Monumentos Nacionales 

(MN), la que permite la identificación de diversos bienes culturales o naturales 

para que sean considerados como tal, distinguiéndose cinco categorías de MN:  

i) Monumentos Históricos. 

ii) Monumentos Públicos. 

iii) Zonas Típicas. 

iv) Santuarios de la Naturaleza 

v) Monumentos Arqueológicos y Paleontológicos. 

Respecto a estos últimos, la ley señala en su artículo 21°: 

                                           
5 Ley 20600 (18 de junio 2012). Crea los Tribunales Ambientales. En línea: https://bcn.cl/2f7uf 
6 Plumer Bodin, M. (2013). Los tribunales ambientales: se completa la reforma a la institucionalidad 
ambiental. En Javier Couso (director). Anuario de Derecho Público 2013. Universidad Diego Portales. 
Ediciones Universidad Diego Portales, pp. 297-315. En línea: https://bit.ly/47jYYEC 
7 Ley 21600 (21 de agosto 2023). Crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas. En línea: https://bcn.cl/3evks 
8 Decreto Ley 651 (17 de octubre 1925). Monumentos Nacionales. En línea: https://bcn.cl/3l77b 
9 Ley 17288 (27 de enero 1970). Legisla sobre Monumentos Nacionales; modifica las Leyes 16.617 y 
16.719; deroga el Decreto Ley 651, de 17 de octubre de 1925. En línea: https://bcn.cl/2fkzm 

https://bcn.cl/2f7uf
https://bit.ly/47jYYEC
https://bcn.cl/3evks
https://bcn.cl/3l77b
https://bcn.cl/2fkzm
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“los lugares, ruinas, yacimientos y piezas confeccionadas o utilizadas por el 

ser humano, existentes sobre o bajo la superficie del territorio nacional son 

Monumentos Arqueológicos (MA). Estos pertenecen al Estado y son 

considerados MA por el solo ministerio de la ley, por tanto no necesitan de 

un proceso de declaratoria”10.  

Respecto a este mismo punto, hay una definición de qué constituye un “bien 

arqueológico”, la cual lo define como:  

“Se trata de piezas, lugares, ruinas o yacimientos con vestigios de 

ocupación humana, que existen en un contexto arqueológico. Entre ellos 

destacan: lugares donde habitaron o fueron sepultados grupos indígenas 

prehispánicos, púkara o lugares defensivos, piedras tacitas, conchales, 

geoglifos, petroglifos y una variedad de vestigios provenientes de 

asentamientos coloniales españoles, fuertes españoles en desuso, barcos 

antiguos hundidos, entre otros”11. 

Ello implica que el CMN es una institución diseñada y definida sus tareas para el 

cumplimiento de la Ley de Monumentos Nacionales, no para evaluar proyectos de 

inversión, y su estructura legal no ha sufrido modificaciones sustantivas desde 

1970 (actualmente, el Proyecto de Ley de Patrimonio Cultural, presentado el 17 

de junio de 2019, se encuentra en discusión parlamentaria), a la cual se le 

adicionaron en el año 1994 y 2010 funciones dentro del SEIA, sin que esta 

institución hubiera sido redefinida, rediseñada y refinanciada para tales labores. 

Sumado a su inadecuación normativa, el presupuesto del CMN está asociado a la 

partida del MINCAP y no del MINMA, por lo que su alineación presupuestaria a 

objetivos de otro ministerio resulta compleja. Además, el MINCAP absorbe un 

porcentaje muy inferior del presupuesto de la nación con $481.288.802 (miles de 

pesos)12 anuales, lo que representa el 0,52% del total del Erario Nacional13. Dentro 

de éste, el Programa Consejo de Monumentos Nacionales representa $10.538.714 

(miles de pesos)14 en Ley de Presupuestos 2025, lo que constituye el 2.2% de la 

partida del ministerio15. Es decir, el fortalecimiento presupuestario del CMN para 

abordar estas tareas se ve limitado por la situación presupuestaria del MINCAP 

dentro del Presupuesto de la Nación.  

Esta situación es compleja, pues el cumplimiento de la Ley de Monumentos 

Nacionales es un mandato legal. No cumplirlo, por tanto, implica una ilegalidad. 

Dicha obligación se ve tensionada, como señalan los entrevistados, por un 

aumento exponencial de los casos sobre los cuales pronunciarse dentro del SEIA, 

que se expresa en un cuello de botella dentro del sistema, pues no existiría un 

diseño institucional acorde a dicha demanda.   

 

  

                                           
10 Consejo de Monumentos Nacionales (s/f). Categoría Monumentos Arqueológicos y Paleontológicos. 
En línea: https://www.monumentos.gob.cl/monumentos/definicion/monumentos-arqueologicos 
11 Ibíd. 
12 BCN (2025). Partida Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. En línea:   
https://www.bcn.cl/presupuesto/periodo/2025/partida/29 
13 Observatorio de Políticas Culturales (2024). Borrador Informe. Proyecto de Ley presupuesto de 
cultura 2025. En línea:  
https://www.observatoriopoliticasculturales.cl/wp-content/uploads/2024/11/Informe-proyecto-
presupuesto-cultura-2025.pdf 
14 BCN (2025). Programa Consejo de Monumentos Nacionales. En línea:  
https://www.bcn.cl/presupuesto/periodo/2025/partida/29/capitulo/03/programa/03 
15 Ibíd. 

https://www.monumentos.gob.cl/monumentos/definicion/monumentos-arqueologicos
https://www.bcn.cl/presupuesto/periodo/2025/partida/29
https://www.observatoriopoliticasculturales.cl/wp-content/uploads/2024/11/Informe-proyecto-presupuesto-cultura-2025.pdf
https://www.observatoriopoliticasculturales.cl/wp-content/uploads/2024/11/Informe-proyecto-presupuesto-cultura-2025.pdf
https://www.bcn.cl/presupuesto/periodo/2025/partida/29/capitulo/03/programa/03
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3. El costo de la “permisología” (El impacto económico de 

la evaluación ambiental) 

A través de diversos estudios y modelamientos, se ha venido dibujando un 

panorama poco halagüeño respecto al impacto económico de la complejidad 

burocrática, en especial, respecto a los proyectos sujetos a aprobación por el SEIA. 

Los datos con que actualmente se cuenta muestran que en los últimos años el 

tiempo de aprobación ha aumentado de manera exponencial, como señala un 

artículo del diario La Tercera: 

“[e]n la última década, el tiempo de tramitación para aprobar un Estudio 

de Impacto Ambiental (EIA) ha aumentado significativamente en el Sistema 

de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA). En 2014, un proyecto de 

inversión requería en promedio 547 días para obtener una Resolución de 

Calificación Ambiental (RCA) favorable. En 2024, ese plazo subió a 995 

días, lo que representa un aumento del 82% en diez años. El panorama 

para las Declaraciones de Impacto Ambiental (DIA) no es muy distinto. 

Durante el mismo período, el tiempo promedio de tramitación de las DIA 

aprobadas pasó de 248 días en 2014 a 380 días en 2024, un alza del 

53%”16. 

Respecto a este mismo punto, el Comité de Expertos sobre Espacio Fiscal y 

Crecimiento Tendencial, del Ministerio de Hacienda, en su informe del año 2023, 

señaló que los permisos representan herramientas regulatorias insustituibles para 

resguardar los bienes públicos definidos por ley, como son el medio ambiente, el 

patrimonio cultural, histórico, arqueológico, y más recientemente, de 

asentamientos humanos, entre otros. Por ello advierten, que verlos como un 

elemento en contraposición al crecimiento económico, resulta errado. No obstante, 

señalan que: 

“existe creciente conciencia y evidencia respecto a que nuestro ecosistema 

de permisos es descoordinado, engorroso y con plazos excesivamente 

largos (6,6 años en promedio en los principales sectores de inversión 

analizados)”17.  

Ante esta evidencia, el Comité aboga por una institucionalidad más eficiente, 

mejorando la regulación y facilitando su entendimiento, cumplimiento y 

fiscalización18. 

El Comité señala, además, que una reducción en un tercio en los plazos de 

tramitación de un proyecto de inversión (objetivo planteado por el propio gobierno 

para 2025), generaría al menos dos efectos económicos de enorme relevancia, los 

que fueron cuantificados en:  

“1) un aumento de la inversión, porque el acortamiento del plazo eleva la 

rentabilidad de los proyectos. El impacto estimado es un aumento gradual 

del PIB hasta llegar a 2,4% al cabo de 10 años, o un incremento de la tasa 

de crecimiento anual de 0,24%. La mayor recaudación fiscal anual 

promedio durante esos 10 años sería de 0,32% del PIB y la mayor holgura 

                                           
16 La Tercera (10 de marzo 2025). Tiempos de evaluación ambiental para proyectos de inversión 
aumentan hasta 82% en la última década. Autor Leonardo Cárdenas. En línea: 
https://www.latercera.com/pulso-pm/noticia/tiempos-de-evaluacion-ambiental-para-proyectos-de-
inversion-aumentan-hasta-82-en-la-ultima-decada/ 
17 Comité de Expertos sobre Espacio Fiscal y Crecimiento Tendencial (2023). Pacto fiscal. Espacio fiscal 
que puede generar el crecimiento económico en el período 2024-2034, considerando medidas de 
estímulo a la inversión, la productividad y la diversificación productiva. En línea:  
https://biblio.hacienda.cl/pacto-fiscal 
18 Ibíd. 

https://www.latercera.com/pulso-pm/noticia/tiempos-de-evaluacion-ambiental-para-proyectos-de-inversion-aumentan-hasta-82-en-la-ultima-decada/
https://www.latercera.com/pulso-pm/noticia/tiempos-de-evaluacion-ambiental-para-proyectos-de-inversion-aumentan-hasta-82-en-la-ultima-decada/
https://biblio.hacienda.cl/pacto-fiscal
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alcanzaría a 0,21% del PIB en promedio. Y 2) un adelantamiento de los 

ingresos fiscales asociado a proyectos en carpeta y que equivaldrían a 

0,23% del PIB en promedio entre 2026 y 2034”19. 

Complementaria a esta perspectiva centrada en el crecimiento potencial, otras 

aproximaciones econométricas de los efectos de la burocratización en la puesta en 

marcha de los proyectos de inversión, es el cálculo financiero del costo de la 

complejidad burocrática medido sobre la inversión y el PIB. A este respecto, un 

estudio reciente del año 2025 del Centro de Estudios Públicos, implementa un 

modelo de medición nunca antes aplicado en el país, el cual utiliza un modelo 

macroeconómico con microdatos provenientes de la Séptima Encuesta 

Longitudinal de Empresas levantada el año 2022. En los resultados del análisis, 

observan que: 

“el costo estimado de esta burocracia es significativo, alcanzando un 7,3% 

del PIB, y se deriva tanto de la subinversión como de la mala asignación 

del capital. De lograrse una reducción íntegra de las trabas regulatorias que 

reportan las empresas, el beneficio máximo proyectado sería un incremento 

del 0,7% en la tasa de crecimiento anual durante los próximos 10 años”20. 

Estos resultados les permite afirmar a los autores que el marco regulatorio 

representa un obstáculo significativo para el crecimiento económico y de la 

inversión, actuando como una suerte de “’impuesto implícito’ al capital que está 

afectando la inversión en el país”21. Es evidente que estas preocupaciones tienen 

una base real, que se ve además corroborada en el aumento que ha evidenciado 

Chile de su complejidad regulatoria, que progresivamente ha ido transformando al 

país en uno de los más complejos de la OCDE22, lo que lleva a los autores a calificar 

a las políticas burocráticas chilenas como “desorganizadas, engorrosas y con 

plazos excesivamente largos”23.  

 

4. Funcionamiento del Consejo de Monumentos Nacionales 

(CMN) 

Valga comenzar este capítulo con una nota de cautela. El proceso de evaluación 

ambiental tiene múltiples componentes, pasos e hitos, donde el componente 

arqueológico es solamente uno de ellos. Además, el componente arqueológico en 

su proceso dentro del SEIA, no se reduce solo al CMN, pues tiene un proceso más 

amplio y complejo que excede la labor del Consejo. Dicho proceso comienza 

incluso antes de tomar conocimiento el CMN, al momento de decidir la empresa 

solicitante si presenta una Declaración de Impacto Ambiental (DIA) o si se somete 

al SEIA, decisión que tiene una serie de consecuencias que vienen acompañadas 

de iteraciones en función de las definiciones que tenga el proyecto y las solicitudes 

que requiera el Sistema. Dentro de este proceso, al CMN le cabe la misión legal de 

resguardar el patrimonio del país, y sus informes son sobre los cuales el SEIA 

tomará una decisión informada. Con esto, se quiere dejar constancia que la 

extensión de los plazos en la evaluación de los proyectos de inversión privada y 

pública, no son resorte único del CMN, sino de un sistema altamente engorroso.  

                                           
19 Ibíd. 
20 Dejbord Sawan, N. & Ugarte, G. (2025). El costo económico de la permisología. En Puntos de 
Referencia. Economía y políticas públicas 724. Centro de Estudios Público. 
21 Ibíd. 
22 OCDE (abril 2024). Product market regulation. En línea:  
https://www.oecd.org/en/topics/product-market-regulation.html 
23 Dejbord Sawan, N. & Ugarte, G. (2025). Op. Cit. 

https://www.oecd.org/en/topics/product-market-regulation.html
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Es por ello que las críticas al sistema de políticas regulatorias exceden al componte 

de protección del patrimonio histórico, y en especial, de su componente 

arqueológico, pero  muchos de los reparos se han concentrado en éste. Las razones 

de dichas críticas son muchas, pero la principal, es la ausencia de información para 

hacerse una opinión fundamentada en datos oficiales y objetivos. Dificultades que 

son justamente las que enfrentó este informe, como son la ausencia de 

información o la complejidad para acceder a ella: no sistematizada, sin acceso 

público, necesidad de solicitud a través del Sistema de Transparencia, entre otras. 

De esta forma, las respuestas logradas son resultado de información indirecta, ya 

sea a través de informes de seguimiento de la Contraloría General de la República 

y entrevistas.  

El análisis del marco legal que rige al Consejo de Monumentos Nacionales (CMN) 

analizado anteriormente, no está preparado para las tareas que exige la 

modernización del SEIA en las últimas tres décadas en el ámbito ambiental, de 

acuerdo a la opinión de uno de los entrevistados. Es por ello que el CMN arrastra 

un déficit en su diseño institucional (y de financiación), pues su estructura y 

funcionamiento se modeló en función de la obligación legal de proteger el 

patrimonio del país, no para ser contraparte en un proceso de evaluación 

ambiental, lo que ha mostrado tener dificultad para asumir en propiedad las 

nuevas tareas que se le han encomendado. Son justamente estas inadecuaciones 

y problemas para asumir la tareas adicionales que se le han agregado al CMN, lo 

que queda en testimonio a través de los diferentes oficios de la Contraloría General 

de la República (CGR).  

El primer elemento que muestra la inadecuación del diseño institucional del CMN 

a los requerimientos provenientes del SEIA, es la incapacidad de procesar toda la 

demanda de ingresos. Por ejemplo, para el período comprendido entre el 1 de 

enero de 2022 hasta el 31 de mayo de 2024, que comprende uno de los informes 

analizados, su número fue de 18.540 solicitudes vinculadas a autorizaciones de 

intervención de monumentos históricos, santuarios de la naturaleza, zonas típicas 

o pintorescas, de prospección y/o excavación arqueológica y paleontológica. De 

ellas:  

“existen 3.752 casos pendientes de resolver por parte del servicio, de los 

cuales 1.395 corresponden a requerimientos del período 2022; 1.652 al 

2023 y, 705 al 2024, respectivamente. 

En cuanto a las solicitudes de autorización para la ejecución de obras 

públicas, se comprobó que, de las 18.540 solicitudes ingresadas durante el 

período (…), 2.532, corresponden a requerimientos relacionados con obras 

públicas, constatándose que, 704 de ellas no habían sido contestadas por 

el Consejo de Monumentos Nacionales, advirtiéndose la existencia de 

solicitudes que llevan hasta 878 días sin haber sido resueltas”24. 

Resulta del todo previsible que la inadecuación del diseño institucional a las nuevas 

tareas se exprese en una extensión de los plazos de respuesta, que es la principal 

crítica al modelo actual. El modelo de funcionamiento del CMN no fue pensando 

para evaluar los más de 6.000 ingresos que se reciben anualmente, de acuerdo a 

la opinión de un ex consejero del CMN. Otro elemento que se observa en estas 

cifras, es que el porcentaje de proyectos que muestran una extensión de los plazos 

corresponde a un 20,2%, el cual se eleva a 27,8% en el caso de los proyectos de 

obras públicas.  

                                           
24 Contraloría General de la República (CGR) (2024). Informe Final de Investigación Especial. Consejo 
de Monumentos Nacionales. Informe N°456/2024. CGR.  
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En la misma línea de las críticas por las extensiones más allá del plazo legal hechos 

en el informe de 2024, en el documento de seguimiento de observaciones del 

Informe N° 1/2022 de la CGR25 que da cuenta del período 2017-2019, se señala 

que: 

“[L]as dilaciones en la tramitación de permisos para prospección y/o 

excavación de carácter arqueológico y paleontológico (…), se evidencio que 

en 58 (equivalente al 40,2% de la muestra) de 144 permisos que eran parte 

de la muestra auditada, se superó el plazo de 60 días (…), para otorgar o 

denegar una solicitud de los mentados permisos, contado desde la fecha de 

la presentación del requerimiento”26.  

Esto deja en evidencia que las medidas de control administrativo muestran 

debilidades, que dificultan el cumplimiento de los plazos estipulados en la 

legislación. A su vez, advierte el informe de seguimiento de la CGR, que la fórmula 

de cómputo de los plazos de tramitación no se ajustan a la reglamentación vigente, 

por lo al pronunciarse finalmente el CMN,  excede el plazo establecido, sin acreditar 

si dicha dilación se debió a otras solicitudes de información o rectificación al 

requirente.  

Es respecto a esta extensión de los plazos de respuesta más allá de los plazos 

estipulados en la ley, que la CGR indaga en diversas situaciones donde el CMN 

incurriría en faltas. El principal elemento que detecta el órgano contralor son 

deficiencias en los mecanismos de control, que se pueden dividir en cuatro ámbitos 

o déficit.  

1) El primer ámbito que señala la CGR respecto al CMN, es lo referido a 

procedimientos de gestión de las tramitaciones, ante lo que señala la 

Contraloría en su informe de 2022, que esta: 

“no cuenta con procedimientos, lineamientos y/o directrices que definan las 

acciones de control y/o seguimiento a los permisos otorgados sobre 

excavaciones y/o prospecciones arqueológicas, antropológicas y 

paleontológicas”27.  

Lo que cuestiona la Contraloría, es la ausencia de criterios y procedimientos de 

fiscalización mediante visitas de inspección, como también, cuál es el 

procedimiento de las validaciones hechas en terreno, dónde se deja constancia de 

estas, del registro de materiales rescatados, entre otras observaciones. Esto 

implicaría la inexistencia de procedimientos-directrices respecto a las actividades 

de tramitación, seguimiento y control, lo que imposibilitaría la trazabilidad de un 

proyecto ingresado. Lo anterior se expresa también, como señala el Informe de 

seguimiento de 2024 (al Informe de 2022), que existiría una “falta de 

procedimientos y/o directrices para establecer etapas, criterios, estándares y 

responsables en el proceso de tramitación de permisos”28. Es decir, la falta de 

procedimiento se expresaría, en última instancia, en la falta de definición de un 

responsable de la tarea de gestión administrativa. 

2) Un segundo ámbito es la fiscalización de los prestadores de servicios 

arqueológicos que incurran en negligencias. A este respecto, el Informe del 

año 2022 de la Contraloría señala: 

                                           
25 Contraloría General de la República (CGR) (2023). Informe Final. Consejo de Monumentos 
Nacionales. Informe N° 1/2022. CGR. 
26 Contraloría General de la República (CGR) (2024). Seguimiento de Observaciones. Consejo de 
Monumentos Nacionales. Informe Final N°1/2022. CGR. 
27 CGR (2022). Op. Cit.  
28 CGR (2024). Seguimiento de Observaciones… Op. Cit. 
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“Se constató que el CMN no cuenta con un registro ni ha identificado a los 

investigadores negligentes, es decir, aquellos que no han entregado el 

informe sucinto al cabo de 2 años, que dé cuenta de los trabajos realizados 

en el marco de un permiso de prospección y/o excavación (…). Asimismo, 

se advirtió que no dispone de mecanismos y/o procedimientos para 

identificar a los investigadores que se encuentran en dicha situación previo 

a la entrega de un nuevo permiso”29. 

La falta de un catastro de “arqueólogos negligentes”, de acuerdo al Informe de la 

Contraloría, se debería a que no existe un registro único de esos profesionales, 

como tampoco, la definición de un responsable administrativo de dicho registro, el 

procedimiento y método de actualización, y el lugar en donde se dispondrá dicho 

registro actualizado. Asociado a esta ausencia de registro, también se constata en 

el Informe de Seguimiento de Observaciones del año 2024 de la CGR: 

“que el Consejo de Monumentos Nacionales no contaba con procedimientos, 

lineamientos y/o directrices que establezcan las etapas, plazos, 

responsables, revisiones y criterios para ejercer la facultad de revocación 

de un permiso de excavaciones y/o prospecciones arqueológicas, 

antropológicas y paleontológicas, y la declaración de caducidad de esos 

mismos permisos”30.  

Finalmente, también detecta la Contraloría en el mismo Informe de Seguimiento, 

que el CMN “no poseía lineamientos o mecanismos para solicitar al tribunal 

competente la aplicación de multas a excavaciones arqueológicas o 

paleontológicas que no contasen con permisos otorgados por el CMN”31.  

En resumen, la falta de registro de arqueólogos negligentes, la revocación de 

permisos ante negligencias y la persecución jurídica de dichas negligencias por 

parte del CMN, permitirían a los responsables de estas acciones seguir participando 

en proyectos dentro del SEIA. 

Respecto a este último punto, la CGR ha encontrado casos puntuales de posibles 

conflictos de interés, que dicen relación con evaluadores que han trabajado 

anteriormente para quienes debe evaluar un proyecto32. En efecto, los 

entrevistados manifiestan que se trata de un campo disciplinario y profesional muy 

reducido, hasta hace unos años, lo que explicaría dicha situación. Sin embargo, se 

espera que la apertura de nuevas carreras universitarias de Arqueología, este 

campo se expanda y logre un punto de equilibrio. Asimismo, destacan que dicha 

estrechez de profesionales ha llevado a un incremento exponencial de los costos 

de los servicios arqueológicos dentro de SEIA, como también, a la disponibilidad 

de arqueólogos/as para oficinas regionales con sueldos atractivos o acorde a los 

que encuentran en el ámbito privado.   

3) El tercer elemento es la gestión de la información. A este respecto, el Informe 

de 2004 de la CGR detecta “una falta de control por parte del Consejo, puesto 

que la ausencia de antecedentes de respaldo y las inconsistencias relacionadas 

con la información contenida en el Gestor Documental [Sistema de gestión 

informática del SEIA], no se ajustan a los principios de eficiencia, eficacia y 

control”33.  

La explicación para estos problemas de gestión documental y de la información, 

                                           
29 CGR (2023). Op. Cit. 
30 CGR (2024). Seguimiento de Observaciones... Op. Cit. 
31 Ibíd. 
32 CGR (2024). Seguimiento de Observaciones. Op. Cit. 
33 CGR (2024). Informe Final de Investigación Especial… Op. Cit. 
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se debe a que no existe un sistema unificado digital, sino que mucho de los pasos 

todavía son registrados en papel, lo que genera dos problemas, el seguimiento con 

plataformas digitales de gestión, como también, la búsqueda y recuperación 

manual, con los costos de tiempo y recursos humanos asociados. 

4) El cuarto y último campo del control por parte del CMN que señala la 

Contraloría, es el de gestión y control del material arqueológico, constatándose 

“la ausencia de evidencias del destino del material arqueológico rescatado para 

su conservación”34, no pudiendo establecerse documentalmente a través de un 

acta de la entrega de material arqueológico a una institución competente para 

su conservación, exhibición y acceso.  

Esta observación se inscribe en un problema señalado en las entrevistas de una 

saturación de los museos e instituciones receptoras de restos arqueológicos y 

paleontológicos. A este respecto, muchos de estos restos no están siendo 

aceptados por museos por carecer de espacios para ello, por lo que muchas de las 

empresas han derivado a la financiación de museos regionales, universidades y 

otras fórmulas para poder cumplir con el mandato de la ley en materia de 

conservación de patrimonio arqueológico.  

Paralelo a este déficit en el campo de control, también la CGR señala problemas 

en otro ámbito, que podría definirse de interoperabilidad de agencias estatales, 

que dice relación con “las debilidades de comunicación del CMN con la SMA 

[Superintendencia de Medio Ambiente] por las solicitudes de permisos 

ingresados”35. La ley establece que aquellos organismos que deban pronunciarse 

u otorgar permisos ambientales sectoriales, tienen la obligación de informar a la 

Superintendencia cada vez que se les solicite un permiso, remitiendo toda la 

información adjunta, correspondiéndole a la SMA definir los mecanismos para 

entregar dicha información, lo que en el caso del CMN en algunos casos dicho 

procedimiento no se estaría cumpliendo, que da cuenta de descoordinación entre 

agencias. 

En este punto, es pertinente constatar que los museos regionales que guardan 

material arqueológico tienen diferente situación presupuestaria y de personal. 

Aquello con mayor dotación y acceso a fondos de investigación públicos, tienen la 

capacidad para investigar las piezas, realizar procesos de conservación preventiva 

y, de acuerdo a las condiciones espaciales y museográficas, exhibirlas. De acuerdo 

al subdirector Nacional de Museos del Servicio Nacional del Patrimonio, hoy las 

condiciones de las colecciones arqueológicas recibidas por los museos regionales 

han mejorado mucho en los últimos diez años, logrando la puesta en valor de 

varias piezas en las renovaciones museográficas que se han realizado en museos 

como el de Aysén, La Serena, y el próximo Museo Regional de Atacama. Se carece 

de un registro fidedigno de acceso público que dé cuenta del resultado de este 

proceso, pero se recomienda solicitar la información por el Plataforma Nacional de 

Transparencia. 

 

  

                                           
34 CGR (2024). Seguimiento de Observaciones. Op. Cit. 
35 Ibíd.  
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5. Conclusiones 

Tanto en la evidencia como en las opiniones de los expertos entrevistados, existe 

consenso que el sistema debería optimizarse para cumplir su doble propósito: 

cooperar al desarrollo del país y resguardar nuestro patrimonio medioambiental y 

cultural (en sentido amplio). A este respecto, varias son las fórmulas señaladas 

para corregir las deficiencias presentadas, como trasladar las competencias que 

actualmente tiene el CMN al Servicio de Evaluación Ambiental, reduciendo los 

problemas de descoordinación y de control de los plazos legales. Otra de las 

recomendaciones, ver el diseño de un mecanismo prioritario para los proyectos de 

obras públicas, los cuales no tienen la obligación legal de someterse al SEIA, pero 

por su envergadura es preferible hacerlo para minimizar su impacto. Dentro de 

esta misma línea, se plantea que aquellas reparticiones públicas que generan un 

alto impacto, como Metro, MINVU, Codelco u otra, implementen equipos de 

arqueólogos que ayuden a agilizar los procesos al interior de sus reparticiones. 

Otro elemento en el que existe consenso entre los entrevistados, es en la 

necesidad de regulación de los prestadores arqueológicos, que como señalan 

también los informes de la CGR, se pueda diferenciar empresas con buenas 

prácticas de otras negligentes, pues lo que está en juego es el patrimonio cultural 

e histórico del país, que por ley es considerado un bien público. A este respecto, 

algunos entrevistados plantearon la necesidad de un registro de prestadores 

regionales, donde se asegure la idoneidad profesional, ya sea por experiencia en 

la zona, publicaciones académicas u otros medios que comprueben su idoneidad. 

Pero lo que debe limitarse, es la conformación de prestadores sin especialización 

en las zonas de estudios. 

En esta línea, destacan los entrevistados que no obstante la heterogeneidad de 

prestadores, sí se destaca un grupo que ha desarrollado un trabajo serio, que ha 

desarrollado conocimiento académico de alto nivel internacional sobre  algunas 

zonas que habían sido escasamente estudiadas anteriormente, lo que ha 

posibilitado el avance del conocimiento científico arqueológico, en especial de la 

zona sur y del extremo sur del país. 

En conclusión, pareciera que más que una mayor desregulación (o 

autorregulación), los especialistas plantean como prioritario una mayor simpleza 

y claridad de los procesos, mejores sistemas de control y fiscalización, 

modernización de la gestión administrativa y de datos, como también, mejores o 

menores mecanismos de coordinación entre agencias.   

 

 


